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 SÍNTESIS DEL INFORME ALTERNATIVO

Situación de los Derechos Humanos de las Mujeres 

y aplicación de la Convención CEDAW en Venezuela  

Diciembre 2009
El Observatorio Venezolano de los Derechos Humanos de las Mujeres (OVDHM) presenta su Informe Alternativo sobre la aplicación de la Convención CEDAW
, como expresión de un paso de avance muy positivo en la organización autónoma de las mujeres venezolanas comprometidas con los derechos humanos en Venezuela.

A través de los últimos cuatro años de observación, quienes participamos en el proceso de producción de este nuevo Informe Alternativo constatamos el agravamiento de la situación de gran parte de los derechos consagrados en la CEDAW, en gran medida a consecuencia de las situaciones que, en el orden político, económico, social y cultural, han profundizado los problemas que vive el país. Entre las situaciones que más deploramos está el enorme costo histórico que, para el avance en los derechos humanos de las mujeres, representa la clausura radical del diálogo y la cooperación entre las y los representantes del gobierno y los grupos de la sociedad civil, que interesados en los mismos temas, por no compartir los puntos de vista oficiales, somos excluidos y excluidas. En ese sentido, reiteramos la aspiración que expresamos en nuestro primer informe respecto a la posibilidad de que los organismos públicos venezolanos responsables de las políticas de igualdad y contra la discriminación apliquen cabalmente el articulado de la Convención, fortalezcan la eficiencia de su institucionalidad y se abran al diálogo democrático y plural en favor de los derechos humanos de las niñas y mujeres venezolanas.
1. Responsables de la elaboración del Informe Alternativo o Informe Sombra 2009
La elaboración del informe fue coordinada por el Observatorio Venezolano de los Derechos Humanos de las Mujeres, al cual se integran 37 organizaciones autónomas de la sociedad civil, de carácter regional y nacional. El Observatorio se organiza en núcleos regionales y módulos temáticos: Violencia contra las Mujeres; Trata de Personas y Prostitución; Educación y Estereotipos; Marco Institucional y de Políticas Públicas; Salud Integral, Sexual y Reproductiva; Economía, Empleo y Pobreza; Ciudadanía y Derechos Políticos. Cada uno de ellos ha producido un informe con los resultados de sus investigaciones, disponibles a texto completo en la web del Observatorio.
2. Características generales del contexto nacional

Venezuela vive una profunda crisis económica, política y social. El Estado no ha aprovechado los ingresos de la renta petrolera para el desarrollo económico y social de su población, por lo que estamos ante un agudo debilitamiento de las capacidades económicas internas y de las condiciones sociales y culturales del bienestar. Los signos de la crisis son inocultables, sobre todo porque van ligados a violaciones abiertas a la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, que han permitido la creación autoritaria, no consultada con los sectores sociales afectados, de decretos, leyes y decisiones de los poderes públicos. A esto se suma la maduración de un indeseable y creciente conflicto y confrontación interna de la ciudadanía, así como una expansión incontrolada de la violencia social. 

En los últimos 10 años se han eliminado todas las disposiciones constitucionales que permitían ejercer controles ciudadanos sobre el ejercicio del poder del Presidente y de los representantes de los poderes públicos. Ello ha resultado en la concentración del control directo y personal del Estado en el Presidente, así como el manejo directo de las industrias energéticas y extractivas del Estado (petróleo, acero, aluminio y cemento), toda la generación de electricidad y otras funciones altamente centralizadas, como casi la mitad de la distribución de alimentos y de las estaciones de radio y televisión existentes en el país, de las cuales este gobierno ha creado la mayor parte.

El gobierno no da respuesta a los problemas sociales. La infraestructura de los servicios de educación, salud, suministro de aguas, vialidad, etc., está en algunos casos colapsada por ausencia de mantenimiento. El Presidente hace claro uso clientelar de los recursos públicos, lo cual afecta áreas vitales para el bienestar de la población como son la salud y la vivienda, el empleo, la educación y la alimentación, entre otros. Ante esta situación se ha producido un incremento de las protestas de calle
 en las cuales destaca la participación masiva de las mujeres de todos los sectores sociales y de todas las tendencias políticas, incluso de la población que aún apoya al Presidente. 
En Venezuela se han producido violaciones de derechos fundamentales de la ciudadanía, como el desacato a los resultados electorales cuando las urnas reflejan intereses contrarios al gobierno, las limitaciones a la libertad de expresión y al acceso a información veraz y oportuna, secretismo oficial y no transparencia en resultados, acoso permanente a medios de comunicación social independientes y a periodistas
. También se han acentuado rasgos represivos preocupantes, expresados en hechos como la propuesta ley contra “delitos mediáticos”; el cierre de 33 emisoras de radio; la criminalización de la protesta y de la disidencia política; la permanente hostilidad contra los escasos medios de comunicación que aún mantienen cierta autonomía informativa, a pesar de los cercos económicos, políticos y agresiones físicas e intimidación de los que son objeto; y el incremento de los presos políticos. A lo que se suma el incremento del militarismo, no sólo por la existencia de muchos militares en funciones de gobierno (cantidad estimada en 2200), sino porque se sigue un criterio autoritario e impositor hacia toda la sociedad. 
Existe una franca pérdida de interlocución de la sociedad venezolana con el Poder Público, hay una severa restricción de las libertades y una dificultad creciente de la población para la satisfacción de las necesidades, lo que provoca inhibición, autocensura y sometimiento al poder por miedo a la represión y a la pérdida de la posibilidad de acceder a los empleos públicos y bienes disponibles. Esto allana el camino a los conflictos sociales y coloca a las mujeres, en tanto colectivo social, como las principales receptoras de la muerte y de la pobreza.
3. Aspectos resaltantes del Informe Alternativo de Seguimiento a las Observaciones del Comité CEDAW a los Informes Periódicos de la República Bolivariana de Venezuela (CEDAW/C/VEN/CO/6. Sesiones 715ª y 716ª, 26 enero 2006)
3.1. Política contra la discriminación
Las numerosas solicitudes que algunas organizaciones de mujeres han introducido desde el año 2001 en la Asamblea Nacional, especialmente para la reforma y actualización del Código Penal, han sido ignoradas. La última reforma al Código Penal (03/03/2005) tuvo un interés fundamentalmente político en relación con nuevos artículos: el 147 que penaliza con 6 a 30 meses de prisión para quien de palabra o por escrito ofenda o irrespete al Presidente y se aumenta si lo hace públicamente; y el 148 que también sanciona con prisión a quienes cometan el mismo delito de ofensa o irrespeto contra las personas que ocupan los cargos de los poderes públicos. Mientras tanto, en dicho Código Penal se mantiene la vigencia de disposiciones que disminuyen abiertamente la condición humana de las mujeres y de su sexualidad y capacidad de decidir sobre sí mismas. La Asamblea Nacional ha hecho caso omiso a las demandas de quienes trabajamos por los derechos humanos de las mujeres, como también lo han hecho las diversas instituciones que el Presidente ha creado en estos años para atender a las mujeres. En 2008 convirtió a la Presidenta del Instituto Nacional de la Mujer (INAMUJER), creado en el 2000, en Ministra de Estado para Asuntos de las Mujeres (MEAMUJER). Recientemente creó el Ministerio del Poder Popular para la Mujer y la Igualdad de Género (MINPOPO-MIG), que tampoco ha hecho algo al respecto. 

En relación con la seguridad social de las mujeres que establece el artículo 88 de la Constitución Nacional, el Día Internacional de la Mujer y dentro del marco de sus acciones personales como parte de la campaña electoral para las elecciones de diciembre del 2006, el Presidente habló de un decreto donde entregaría “una asignación económica puntual a 100 mil amas de casa en edad de jubilación, por 80% del sueldo mínimo urbano”. Pocos días después dijo en TV que serían 200.000 amas de casa las beneficiadas. Finalmente, en actos públicos televisados, entregó esta asignación monetaria a 50.000 jóvenes madres de, por los menos, tres hijos, sin marido y sin empleo, advirtiéndoles que sería una prestación puntual, mientras recibieran capacitación laboral en el programa “Misión Vuelvan Caras”. 
Ninguna de las recomendaciones realizadas por el Comité para crear un mecanismo interinstitucional de supervisión para evaluar las políticas de igualdad e impactos, se ha realizado. 
La ausencia de integralidad y coherencia de las políticas públicas dirigidas a la igualdad
Se mantiene el predominio del enfoque mujerista, maternalista y asistencialista de la mayor parte de los programas y políticas. Basta ver que las categorías que emplea el Instituto Nacional de Estadísticas (INE) para la desagregación de sus estadísticas es “hembras y varones”, con claro tiente biologicista. Las acciones que abarcan al mayor número de mujeres son asistencialistas con claros rasgos populistas, como lo demuestran programas emblemáticos del actual gobierno como “Madres del barrio” y en general muchas de las llamadas “Misiones”, donde se desconoce la cobertura que abarca la población femenina.

El MINPOPO-MIG mantiene la exclusión casi total de las ONG no afectas al gobierno de cualquier convocatoria vinculada con la definición de planes o acciones que puedan afectar a las mujeres. Hay un debilitamiento extremo de las ONG que desarrollaban acciones con subsidios estatales, que han sido eliminados por razones políticas. En su lugar se han creado ONG inducidas por el gobierno, que responden a las orientaciones partidistas que representa el Presidente de la República y son las protagonistas de los actos oficialistas que tienen que ver con las mujeres. 

Pese a que la Constitución establece la plena igualdad, las leyes existentes no tienen factibilidad por razones vinculadas a la cultura político-administrativa del país. El Poder Legislativo carece de una agenda legislativa que responda a los compromisos legales que ha contraído el Estado en materia de DDHH de las mujeres. Las acciones legislativas responden principalmente a iniciativas personales de algunas legisladoras, más que a un cambio racionalmente diseñado para el logro de la igualdad. Hay fuertes debilidades políticas, organizacionales y administrativas. Si bien el INAMUJER ha tenido una Ministra de Estado a la cabeza que ahora es una Ministra con el más alto rango, carece de las capacidades políticas para introducir una perspectiva realmente válida de igualdad de género en las iniciativas sectoriales que se debaten en el Gabinete Ministerial. Por el contrario, es el Presidente de la República quien le proporciona públicamente y en los medios de comunicación las líneas de acción que en un momento determinado considera convenientes para ser ejecutadas por la institución. 

3.2. Roles Sexuales y Estereotipos

Hasta el momento no se conoce por parte del gobierno, en ninguno de sus Ministerios o dependencias, alguna iniciativa dirigida al propósito concreto de luchar contra los estereotipos sexistas en los comportamientos de las y los venezolanos. La total ausencia de criterios de este gobierno sobre lo que debe hacerse acerca de los estereotipos sexistas en las políticas públicas se evidencia, incluso, en la Ley de Responsabilidad Social en Radio y TV, donde nada se ha dicho respecto al empleo abusivo de imágenes estereotipadas de ambos géneros; y el sistema educativo tampoco hace algo al respecto.
Incluso el Presidente, con frecuencia, en sus discursos habla de las mujeres recurriendo a estereotipos sexistas. Las fotografías que incluimos en el informe, por sí mismas, dan cuenta de la incoherencia de los criterios del gobierno en la materia de estereotipos. Una de ellas muestra unas mujeres semidesnudas “animando” una marcha oficialista para atraer la atención sexual masculina; la otra muestra un criterio gubernamental del cambio de roles al mostrar esas mujeres armadas y preparadas para reprimir las manifestaciones cívicas: 

[image: image1][image: image2.png]



3.3. Tráfico y prostitución de la mujer y la niña

A pesar de que la nueva Ley Orgánica para el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (LODMVLV), aprobada en 2006, en sus artículos 46, 47 y 48 prohíbe el tráfico de mujeres, niñas y adolescentes con fines de explotación sexual, prostitución forzada y esclavitud sexual, y prescribe una condena de 15 a 20 años para los culpables, la eficiencia del gobierno en perseguir a los autores de estos delitos no ha sido satisfactoria. Tampoco se conocen acciones gubernamentales para desalentar la demanda. Sólo una ONG (CECODAP) apoyada por UNICEF inició en 2005 una campaña para alertar sobre la realidad del comercio sexual de niños, niñas y adolescentes. 
El gobierno no ha producido información confiable sobre las causas y el alcance de la prostitución, ni sobre la trata de mujeres y niñas. En cuanto a la incidencia del fenómeno en las zonas fronterizas se conoce sólo la información que aparece en los medios impresos o las noticias reportadas por fuentes internacionales que advierten sobre la gravedad del problema.
Tampoco se tiene información sobre el proyecto de la Ley Especial contra el Tráfico de Niños y el Trato como Objeto Sexual de los Adultos, financiado por UNICEF en enero de 2006. No se ha logrado la abolición del uso del carnet rosado (credencial exigida para el ejercicio de la prostitución), por lo que se sigue violando lo dispuesto por el Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena de 1949, cuyo art. 6 prohíbe la obligación de tener un registro o documento especial que identifique como trabajadora sexual. Por el carnet rosado, las mujeres en situación de prostitución siguen siendo objeto de extorsión, presión y abuso por parte de funcionarios y policías. Dicha abolición estaba prevista en la Propuesta de Ordenanza para la Regulación del Trabajo Sexual en el Distrito Metropolitano de Caracas, que nunca llegó a la etapa de aprobación por los problemas políticos a los cuales se ha hecho referencia en el informe
. 
No se conocen programas implementados por organismos gubernamentales que incluyan medidas de rehabilitación, ni de apoyo, amparo o reconversión hacia otras actividades. Este tipo de apoyo lo ofrecen sólo algunas ONG, principalmente AMBAR. Un programa del Instituto Metropolitano de la Mujer, concebido para dar apoyo a las mujeres de la tercera edad en situación de prostitución no pudo ser implementado por falta de fondos, debido a la persecución política ejercida en contra de las autoridades electas, que son opositores políticos. 
Apoyándose en la experiencia acumulada (desde 1999) a través de los estudios realizados y los programas de asistencia, prevención y abordaje de la Explotación Sexual Comercial Infantil y Adulta, en el año 2007 AMBAR presentó al Instituto Nacional de la Mujer una propuesta de estudio de línea de base sobre la situación de prostitución y explotación sexual. La propuesta fue rechazada por ser considerada costosa. El mismo tipo de estudio se reformuló para tres estados: Anzoátegui, Bolívar y Distrito Capital, y se está buscando financiamiento de otras instituciones.  

En el año 2008, el gobierno de la República Bolivariana de Venezuela creó el Observatorio Bolivariano de Género (OBG) con el apoyo financiero de la Agencia Española de Cooperación Internacional (AECID) y del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) con el objetivo de hacer un seguimiento y análisis de las políticas dirigidas hacia la mujer, velar por el respeto de sus derechos y recoger información estadística sobre las mujeres para subsanar la falta de estadísticas oficiales que permitan evaluar la magnitud del problema y orientar las políticas públicas pertinentes
. En julio de 2009 se anunció la culminación de la investigación realizada durante el primer año de existencia del OBG
, pero aún no se tiene acceso a sus resultados.  

La ONG AMBAR solicita anualmente al Ministerio del Poder Popular para la Salud (MPPS) la información oficial necesaria para actualizar el número de mujeres que ejercen la prostitución y acuden a los servicios sanitarios obligatorios. No se ha recibido la información en los últimos cuatro años. Al momento de realizar la presente investigación, el MPPS tampoco había entregado las estadísticas sobre el Sida en Venezuela para su inclusión en el Informe Anual de la UNICEF.  
3.4. Vida pública y política

En lugar de “garantizar vías regulares de cooperación con las organizaciones de la sociedad civil” como recomendó el Comité, en Venezuela no se permite el acceso a la información que producen los organismos públicos, lo cual viola los artículos 19 y 28 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Las organizaciones de la sociedad civil, incluidas las de derechos humanos de las mujeres, han solicitado el cumplimiento de esta garantía constitucional a través de la “aprobación de una ley que garantice a los venezolanos la posibilidad de obtener los datos que deseen y obligue a los funcionarios públicos a entregarla”
. Esta demanda no ha obtenido respuesta.
La Asamblea Nacional, el 14/06/2006, aprobó en primera discusión la Ley de Cooperación Internacional que pretende “[…]establecer el régimen jurídico de la cooperación internacional del Estado venezolano, en cuanto a la promoción y ejecución de acciones y programas de cooperación entre el Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela y los gobiernos de otros países, organismos internacionales, organizaciones no gubernamentales” (subrayado nuestro). Esta ley ha sido cuestionada por las organizaciones de DDHH como “una ley que amenaza con reprimir, controlar y silenciar a la sociedad civil independiente en el país”
. Es evidentemente que con esta concepción sobre las organizaciones de la sociedad civil, difícilmente se les llamará a participar en la elaboración de un informe gubernamental. Las ONG no inscritas y aceptadas por el gobierno son excluidas y hostilizadas.

Situación actual de los derechos consagrados en el Artículo 7 de la CEDAW
En el país existe un problema con la participación. El actual gobierno ha ido aprobando una serie de leyes que norman la participación de mujeres y hombres, pero que de alguna manera limitan la autonomía de las organizaciones de la sociedad civil. Los Consejos Comunales son una de las estructuras normadas por estas leyes. Estas organizaciones comunitarias, que está previsto cubrirán el territorio nacional, son dependientes del Presidente de la República y administrarán fondos del presupuesto nacional. En estos Consejos la mayoría son mujeres. Además, estos consejos están siendo sobrecargados con una serie de atribuciones que terminarán convirtiéndolos en unos organismos de control comunitario, con participación mayoritaria de militantes del Partido Socialista Unido de Venezuela (PSUV), o partido único, promovido directamente por el Presidente de la República.

Otro ejemplo de esta tendencia, en el sector que apoya al gobierno, de crear organizaciones comunitarias adscritas o dependientes de sus partidos políticos o de las instituciones del Estado, es el caso de los Puntos de Encuentro con INAMUJER. Según el Instituto, en la actualidad existen 120.000 mujeres organizadas en más de 10.584 Puntos de Encuentro con INAMUJER, cifra que no ha podido ser confirmada. Esta adscripción facilita el acceso a los beneficios de las instituciones públicas, pero a la vez genera una dependencia que atenta contra el desarrollo de una ciudadanía independiente, crítica y en capacidad de exigir sus derechos y expresar su pensamiento sin temor a perder los beneficios obtenidos. Esta es una nueva versión ampliada del clientelismo político que utilizaron los partidos del período democrático anterior a este gobierno, y que ha sido duramente criticado por el Presidente actual en sus campañas electorales desde el año 1998. Además, es un procedimiento que estimula la corrupción como forma de relación entre la ciudadanía vinculada a estas organizaciones y el gobierno.

Respecto a otras formas de participación política de las mujeres, en Venezuela la protesta con alta participación femenina ha aumentado en gran medida y la respuesta oficial no ha sido resolver o intentar resolver los problemas que aquejan a la población, sino la criminalización de las protestas utilizando el Sistema de Justicia para acallar a la población en las calles con represión y prisión injustificada, acusando a las víctimas de estas acciones de delitos claramente desproporcionados en relación con la verdadera causa de detención: ejercer el derecho constitucional a la protesta.

Las mujeres, apoyadas en el Artículo 68 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, han salido a la calle a exigir sus derechos. Entre julio 2006 y abril 2007 se identificaron 59 protestas de calle, el 45,8% por reclamos de la vivienda ofrecida, invasiones y desalojos, en las cuales la participación femenina ha sido mayoritaria. Ahora no sólo exigen se les cumpla con la repetida y no cumplida oferta de vivienda, sino que amenazan con no votar a favor del gobierno en los nuevos procesos electorales. Opinión que reafirma que, por un lado, el clientelismo político es una herramienta importante de captación de votos para el gobierno y, por el otro, que las mujeres saben que su voto es un instrumento de poder político que pueden usar.

Ante la permanente violación de los derechos humanos sociales y económicos, las mujeres han salido a la calle a exigir justicia protestando contra la inseguridad y la inercia gubernamental. Pero la impunidad sigue produciendo muertes injustas de jóvenes venezolanos. Simular que la víctima es un delincuente, es parte de la devaluación de la vida que se ha entronizado en la policía venezolana y de allí, lamentablemente, en la comunidad.

La protesta por el derecho al trabajo ha crecido de manera significativa, y con ella la represión de hombres y mujeres. El 31 de octubre de 2006, el diario El Tiempo de la ciudad de Puerto La Cruz presentó una secuencia fotográfica donde pone en evidencia cómo un Guardia Nacional persigue, agarra y arrastra por los cabellos a una mujer integrante de un grupo de desempleados que manifestaban en demanda de empleo en la Refinería Jose-PDVSA, en Anzoátegui.

Todas estas protestas son acalladas cada vez más, con la represión policial y penal de mujeres y hombres. Pero en los últimos años la arremetida del gobierno y sus cuerpos de seguridad ha estado fundamentalmente dirigida a las y los jóvenes estudiantes y autoridades académicas de las universidades, a las y los funcionarios legalmente electos pero que forman parte de grupos políticos de oposición y al personal de esas instancias gubernamentales. Como ejemplo tenemos el caso de la medida sustitutiva de libertad, con presentación obligada ante el tribunal correspondiente, por los delitos de alteración del orden público, agavillamiento para delinquir y resistencia a la autoridad, entre otros hechos punibles, que fue aplicada a veinte jóvenes mujeres adultas entre 18 y 22 años de edad y a cincuenta y seis jóvenes adultos del mismo promedio de edad, detenidos por la Policía Regional del estado Miranda, a 30 minutos de la ciudad de Caracas. Los y las menores de edad detenidos el 29 de mayo de 2007, habían sido previamente entregados a sus representantes “después que éstos firmaron una caución” (El Mundo, p. 20, 31/05/07).
El Observatorio Venezolano de Prisiones en la vocería de su Coordinador, Dr. Humberto Prado, denunció que entre estas jóvenes mujeres que fueron injustamente detenidas se encontraba una joven embarazada; una joven madre que amamantaba a su bebé y pedía que se lo llevaran para poder alimentarlo, sin conseguirlo; y otra que había salido a comprar pañales para su hijo. Denunció, al igual que las y los abogados de la ONG Foro Penal Venezolano, que las y los detenidos fueron mantenidos durante más de 30 horas sin poder entrar en contacto con sus abogados, lo cual constituye una violación de sus derechos al someterlos a una situación de aislamiento que se presta a cometer delitos contra ellos como torturas físicas o psicológicas u otros hechos denigrantes. Tampoco fue permitido que les llegaran alimentos ni medicinas al sitio de detención, aún en casos graves como el de una niña menor de edad con problemas de epilepsia, lo cual pudo poner su vida en riesgo
.

Es importante entender que, entre el miedo a la muerte violenta y las lágrimas del duelo, es casi imposible ejercer los derechos ciudadanos y además hay temor a la represión, generalmente excesiva o brutal, por actuar cívicamente. No existen las condiciones mínimas que garanticen la práctica ciudadana para las mujeres venezolanas que, en su mayoría solas, tienen que enfrentar esta realidad cotidiana. Las venezolanas y venezolanos se mantienen aterrados y ocultos en sus casas ya sea por la represión política o militar, o por el delincuente común que impunemente cumple el papel de represión y muerte que en otros países jugaron los cuerpos de seguridad del Estado. Aunado al ejército del hampa, cada vez más se incorporan los cuerpos de seguridad del Estado para enfrentar a quienes salen a las calles pidiendo seguridad, derecho a la vida, acceso a la salud, trabajo y educación.

3.5. Empleo
Una de las últimas Misiones que se fundó fue la “Misión Madres del Barrio”. Las mujeres beneficiarias de la Misión serían aquellas que realizan trabajos del hogar (amas de casa); que tienen personas bajo su dependencia (hijos, padres u otros familiares); cuyo grupo familiar carezca de ingresos o que estos sean inferiores al costo de la canasta alimentaria. Se daría prioridad en el orden de ingreso a aquellas que se encuentren en la situación más difícil, para lo cual se utilizaron algunos indicadores acumulados de condición de vida que mostraran su selectividad. 
Para marzo de 2007 la participación de mujeres en esta Misión alcanzó beneficiar a 238.544 mujeres en pobreza extrema; pero resulta necesario que esos programas sociales tengan bases legales y sean reglamentados y evaluados adecuadamente para evitar las manipulaciones clientelares que se conocen en ellos y que burlan la Ley de Servicios Sociales, que exige el registro meticuloso de las beneficiarias. No obstante, en vista de la cercanía de las elecciones, el Presidente optó por el Decreto para acortar el camino antes del acto electoral de diciembre de 2006
. 

Las Misiones son fuentes de empleo, pero sólo para personas ligadas políticamente al sector gubernamental. Ahora que están en crisis muchas Misiones, se repiten los reclamos públicos por la desatención a sus trabajadores y el irrespeto a la normativa laboral vigente en sus espacios.

La data que se cita en los próximos párrafos está basada en cifras del INE, especialmente elaboradas y analizadas por el Observatorio Venezolano de los Derechos Humanos de las Mujeres, en su Módulo de Economía, Empleo y Pobreza. La información y datos más detallados, en muchos casos, ya están publicados en la página web del Observatorio y los otros se proporcionan a solicitud. Por la naturaleza de esta síntesis, sólo se transmiten las principales conclusiones:
En relación con el Mercado de trabajo, actualmente la Población Económicamente Activa (PEA) del país representa 65,4% del total en edades productivas (15 a 75 años). Para julio de 2009 aumentó respecto a 2008 en 399.024, de los cuales la mayoría fueron mujeres (211.890). Mientras que la población económicamente inactiva se ha mantenido en niveles cercanos en hombres y mujeres durante 2007 y 2008: de 35,2% a 34,6% la masculina y de 20,9% a 20,2% la femenina. 

La población femenina ocupada en el sector formal de la economía ha disminuido, de 60,3% en julio de 2008 a 58,4% en el mismo mes en 2009. Entre 2007 y 2009 aumentó la ocupación en el sector informal y mostró un crecimiento de 249.150 personas de las cuales más de la mitad fueron mujeres, mayormente en las categorías de “Trabajadores por cuenta propia no profesionales”, “Ayudantes familiares no remunerados” y muy pocas mujeres en la categoría “Empleados y obreros”. 
Respecto a la informalización del trabajo femenino, los datos del INE en Venezuela muestran que el registro del trabajo informal es menor al no registrado en ambos sexos. La condición de actividad es el primer indicio del grado de informalidad de la mano de obra femenina: Lo primero que se observa es que del total de mujeres pertenecientes a la población entre 15 y 75 años 61,5% están registradas como inactivas y sólo 36% de ellas aparecen como ocupadas. Es de presumir que la condición de inactividad oculta la actividad que las mujeres desempeñan como amas de casa. La Categoría Ocupacional es el otro dato de la tendencia estructural a la informalización del trabajo femenino. Basta observar el volumen de la población femenina que trabaja como servicio doméstico: un tipo de relación contractual sin amparo de seguridad social. En relación con el lugar en el cual se desempeña el trabajo, 8,1% de las mujeres ocupadas trabajaba en su propia vivienda y 3% de ellas lo hacía en un puesto callejero.
El crecimiento que se observa en la informalización es claramente una respuesta a la liquidación de buena parte del sector empresarial del país, que hasta ahora generaba más del 80% del empleo en Venezuela. Según el Banco Central de Venezuela, el Estado produjo alrededor del 29,5% del PIB en el primer trimestre del 2009; y en el mismo período en 2007 era de 25,5%. Según el Plan de Desarrollo de la Nación 2007-2013 (Plan Simón Bolívar Primer Plan Socialista - PPS), el gobierno actual aspira elevar esas cifras al 67% del PIB, con 40% de empleos públicos en 2013. Este año (2009) el sector de empresas de economía social (EPS) es de 7%, similar al de las empresas mixtas (públicas/privadas), y se planea que este sector crezca a costas del privado, hasta llegar a 35%. El Estado y las EPS significarán, para 2013, 75% de la estructura. El sector privado hoy es de 57% y según el PPS deberá caer a 25%. 

Se sabe que esta perspectiva profundizará, en términos del empleo, el denominado Apartheid Político que se viene aplicando, sobre la base de las llamadas “Lista de Tascón” y “Lista Maisanta” (listados de personas, identificadas con todos sus datos personales, creadas a partir de 2004, para penalizar a quienes firmaron la solicitud de Referendo Revocatorio contra el Presidente de la República). Cualquiera de esos firmantes son excluidos sistemáticamente, por razones políticas, de cualquier cargo al que aspiren en un organismo público, e incluso en algunos sectores privados cercanos al gobierno actual, o empresas y organizaciones que teman ser excluidos de la obtención de contratos gubernamentales si no siguen tal práctica de excluir a quienes firmaron. Esto ha incrementado considerablemente la fuga de cerebros del país, mermando gravemente los niveles de capital humano del país.

Respecto a las diferencias salariales, es necesario señalar que todavía en Venezuela no se ha alcanzado la igualdad salarial entre hombres y mujeres, violando las disposiciones de la Convención CEDAW y la Convención 100 de la Organización Internacional del Trabajo, de la cual Venezuela es Estado parte desde hace mucho tiempo. Es lamentable que en las cifras oficiales sobre esta materia no se expliciten estos datos porque no se procesan; incluso esto se refleja en los indicadores internacionales de la OIT, donde Venezuela aparece sin datos (OIT Panorama Laboral AL y EC, 2008). Sin embargo, según lo que se ha investigado con base en cifras del INE, dicha brecha viene disminuyendo, especialmente en los sectores de más altos ingresos. Pero no es así en las actividades formales e informales que ocupan especialmente a las mujeres de bajos ingresos, con graves consecuencias en el aumento de la pobreza femenina en el país. En el año 2009, 34% de los hogares venezolanos tienen una jefatura femenina y en los hogares pobres ese número supera el 45% (INE). 
No existe ningún Plan de Igualdad de Oportunidades en el trabajo, ni del Ministerio de Trabajo, ni del Ministerio de la Mujer. El tema de la Igualdad de Oportunidades no forma parte de las agendas del gobierno, como tampoco la doctrina OIT del “Trabajo Decente”. Las normas de Supervisión Laboral que emplea el Ministerio del área, carecen de enfoque de género y no atienden en ningún sentido las pautas señaladas por la OIT en el ABC de los derechos de las trabajadoras y la igualdad de género.

3.6. Salud

El embarazo en adolescentes está reconocido por el Ministerio del Poder Popular para la Salud (MPPS) como un problema social y de salud pública. El número de nacidos vivos registrados de madres con menos de 20 años ha experimentado un aumento sostenido durante la última década. El impacto del embarazo en adolescentes trasciende las implicaciones de salud física y emocional de la madre y su hijo o hija, incidiendo de manera importante en el incremento de la pobreza. 

El gobierno carece de un plan nacional para la prevención del embarazo en adolescentes, pese a que forma parte del Comité Subregional Andino para la Prevención del Embarazo en Adolescentes. Sólo ha realizado acciones aisladas (campañas informativas, talleres, seminarios) que tienen poco impacto en la disminución del problema. El Ministerio de Educación paralizó desde 2005 el Programa de Educación de la Sexualidad que venía estructurándose para educación Básica y Media, y el MINPOPO-MIG realiza proyectos aislados en algunos liceos y comunidades, con baja cobertura, sin que se conozcan sus resultados.

Según el Anuario de Mortalidad de 2006 del propio Ministerio de Salud (el más reciente), el aborto sigue siendo la tercera causa de mortalidad materna y representa la quinta causa de mortalidad para el grupo de mujeres entre 15 y 24 años. Esta data no incluye reportes de las clínicas privadas ni ofrece información detallada sobre razones y consecuencias del aborto. 

No se tiene noticia de actividades de información para las mujeres de las zonas rurales e indígenas. El programa denominado “Misión Barrio Adentro”, que abarca todo el territorio nacional, reporta para el año 2008 una cobertura de 17 millones de consultas en Atención Primaria en Salud, nivel en el cual el tema de información y educación es relevante; sin embargo no se tienen reportes acerca de las actividades realizadas, ni de la data recogida por la Misión, salvo las de cifras gruesas ofrecidas por la prensa en cobertura de actos oficiales.

Informaciones actualizadas sobre aplicación del Artículo 12 de la CEDAW

En Venezuela, para el año 2007 carecen de cobertura de seguridad en salud 69,1% de las mujeres
. Se evidencia mayor desamparo para las mujeres y los grupos de los estratos de menores recursos socioeconómicos. 
La mortalidad materna no ha mejorado en los últimos años. Las principales causas siguen asociadas a los trastornos hipertensivos en el embarazo, sepsis en obstetricia, hemorragias obstétricas, y abortos inseguros. La mayor proporción de muertes corresponde al grupo de 25 a 44 años. No obstante, en el grupo de 15 a 24 años la mortalidad materna es significativa. En 2006 la tercera parte de las 356 muertes por embarazo, parto y puerperio, correspondieron a este grupo, y más del 10% de las 55 muertes por embarazo terminado en aborto fueron adolescentes del grupo de 15 a 19 años (Anuario Mortalidad 2006, MPPS). La mayoría de las causas de mortalidad identificadas son evitables con control prenatal adecuado y una atención perinatal eficiente. Sin embargo, en el sistema de salud del país, en la actualidad, hay severas fallas de funcionamiento y coordinación de la red pública ambulatoria y hospitalaria, que impide que los servicios de salud sexual y reproductiva sean accesibles y adecuados. Si bien la atención institucionalizada del parto en Venezuela supera el 98%
, la alta tasa de mortalidad materna registrada en el país se explica por las deficiencias que se observan en la calidad de la atención (expresadas en hacinamiento, maltrato públicamente denunciado, poca capacidad resolutiva de las emergencias obstétricas, alta incidencia de cesáreas y prácticas abortivas de riesgo por embarazos no deseados, así como instalaciones en malas condiciones, falta o ausencia de insumos para la atención y trato vejatorio durante la prestación del servicio, y lo que se conoce en lenguaje coloquial como “el ruleteo”, que consiste en el recorrido de las mujeres por varios centros de salud, intentando ser admitidas en alguno de estos). 
También se evidencia la tendencia hacia la feminización de la epidemia del VIH/SIDA. El 50% de los nuevos casos de VIH ocurre en adolescentes y jóvenes menores de 24 años, ubicándose la mortalidad por SIDA entre las primeras cinco causas para el grupo de 25 a 44 años y la sexta para el grupo de mujeres de 15 a 24 años. La mortalidad en este grupo de mujeres indica que la infección debió ser contraída durante la niñez o la adolescencia. Estudios de seroprevalencia en poblaciones vulnerables identificaron a la mujer ama de casa y a los y las jóvenes como los grupos de mayor riesgo, señalando la poca capacidad de negociación por parte de las mujeres para el uso del condón, además de que la mayoría no tiene el hábito o rechaza usarlo como forma de protección sexual y muchas consideran que no hace falta si se emplea otro anticonceptivo
.   
Las estadísticas oficiales referidas a la morbilidad por infecciones de transmisión sexual resultan difíciles de obtener. Por otro lado, la presencia de la infección por virus de papiloma humano (VPH) es bastante alta en las mujeres jóvenes. Esta infección no recibe la atención que demanda la población de mujeres jóvenes, urgente por su correlación con la presencia de cáncer del cuello uterino, una de las principales causas de mortalidad de las mujeres en el país. 
3.6. Violencia contra la Mujer
La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (LODMVLV) y el Código Penal no son coherentes en sus mandatos y se mantiene un Código Civil cuya última reforma data de 1982 y que no ha incorporado en su totalidad los avances constitucionales que permitan a las mujeres víctimas de violencia acceder a sus derechos humanos.

La nueva LODMVLV, aprobada en 2007, es un instrumento legal mucho más completo que el anterior, que tipifica 19 formas de violencia contra las mujeres que pueden darse tanto en el ámbito público como en el privado, y crea una serie de instancias del sistema de Justicia (tribunales y despachos fiscales especializados, unidades de atención a la víctima, etc.) para garantizar el acceso a las mujeres a una vida libre de violencia. No obstante, muchas veces las Medidas de Protección y Seguridad y las Medidas Cautelares no se aplican y las mujeres tienen dificultades para acceder a ellas, ya sea por falta de capacitación de las y los funcionarios del sistema de justicia con competencia para su aplicación; por exigencias formales de procedimiento para dar curso a las demandas, que resultan difíciles de satisfacer para las mujeres de menores recursos y/o por la existencia de prejuicios culturales en la actitud de los responsables de brindar la atención a mujeres víctimas de violencia. 

También se conocen dificultades para la atención a las mujeres víctimas de violencia por deterioro de servicios públicos y por el recorte de financiamiento a ONG que se ocupaban del tema por no ser afectas ideológicamente al gobierno, lo que perjudica directamente a las víctimas en tanto disminuyen el número y la capacidad de las instituciones a donde acudir.
Una de las mayores dificultades para conocer los alcances de la violencia contra las mujeres es la ausencia de información estadística suministrada por parte de entes gubernamentales, no sólo por la inexistencia de datos, sino por obstáculos que se imponen a la ciudadanía que los solicita. Hay estados del país donde abiertamente está prohibido proporcionar datos. Hay poca información disponible al público, sólo la reportada a través de los medios de comunicación, que no es sistemática ni detallada.

Es necesario señalar, además, que los Informes de Gestión presentados anualmente por el INAMUJER se caracterizan por ser un listado de actividades realizadas y número de beneficiarias para cada actividad. Al analizar estos informes se observa que no hay una articulación de ningún tipo entre las actividades reseñadas en tales informes y los planes estratégicos nacionales, e incluso los que ha propuesto el INAMUJER. Tampoco hay señalamientos acerca del alcance esperado y el logro real de las “metas” propuestas, ni indicadores o siquiera una comparación general entre lo planificado y lo ejecutado; de tal manera que con este tipo de información no es posible evaluar los resultados o impactos reales de los planes. Tampoco hay evidencia de la aplicación de la perspectiva de género con especificación de prioridades y/o inclusión de diversos actores sociales; lo que se obtiene de la lectura de planes e informes es la ausencia de la perspectiva de género.
Respecto a la aplicación real de la Ley, se han denunciado fallas reiteradas sobre las cuales nuestro Observatorio ha venido construyendo, a nivel nacional, un expediente de casos concretos para apoyar las apreciaciones que presentamos a continuación. Las fallas no son sólo de formato administrativo, sino de violación del contenido y espíritu de la Ley, como: a) mantener el acto conciliatorio como una práctica frecuente cuando éste ha sido derogado en la nueva ley; b) solicitar a las víctimas, de manera obligatoria, la presentación de informes psicológicos, psiquiátricos y sociales sobre su condición personal, para dar curso a la denuncia o para dictar las Medidas de Protección y Seguridad; c) no hay aplicación en gran parte de los casos denunciados, de las correspondientes Medidas de Protección y Seguridad por parte de los órganos receptores de denuncia. También hay fallas importantes en la difusión masiva y permanente de la LODMVLV entre los funcionarios públicos y la sociedad en su conjunto; así como ausencia de reglamento y/o protocolo de aplicación. Existen serias dificultades para que las mujeres tengan acceso a la justicia. Pese a la creación de las nuevas instancias legales, aún no es una realidad la garantía establecida en la Ley, de que los autores de actos de violencia contra la mujer sean enjuiciados y sancionados. Además existe una severa carencia de instituciones y/o programas para la reeducación de los hombres maltratadores y ausencia de sitios de reclusión con las condiciones adecuadas para el cumplimiento de las sanciones.
4. Efecto de la situación y el clima de violencia y criminalidad impune que vive el país, en la población femenina

El número de mujeres que mueren por homicidios ha aumentado, no por violencia intrafamiliar sino por violencia del hampa. Y en los datos del MPPS sobre muertes de mujeres por agresiones entre 1998- 2006 no se diferencia claramente aquellas que fallecen por violencia intrafamiliar. 
El delito de violación sigue creciendo en el país, tanto de mujeres como de niñas y adolescentes. Según datos del Ministerio del Poder Popular de Relaciones Interiores y Justicia, “31.458 violaciones fueron denunciadas durante los últimos 10 años”.

También llama la atención la creciente participación de mujeres en delitos comunes como miembros de las bandas delictivas incluyendo el uso de armas de fuego, tráfico de drogas y también llevando las armas a las fiestas en los barrios porque ellas no son requisadas, y vendiendo licor.
Adicionalmente existe una cara de estas lamentables estadísticas que no es contabilizada en Venezuela y en casi ningún país. Mientras los hombres de cualquier edad mueren, las mujeres lloran. Esto es conocido como victimización secundaria por delitos violentos. El duelo traumático se traduce en un desamparo que puede mantener a las personas ancladas en este suceso, produciendo secuelas emocionales de gran magnitud o conductas erráticas y alejamiento de la vida productiva, social y política del entorno que las rodea. Aun así, las mujeres sobrevivientes, esposas, hermanas o madres deben sacar adelante una familia que sobrevive, al igual que ellas, en un desamparo temeroso ya que los agresores generalmente son vecinos de la misma comunidad, lo cual agrega a su drama el miedo y la inseguridad por la vida de los demás miembros del grupo familiar. Conviven en el barrio las familias de víctimas y victimarios, lo cual ha deteriorado el tejido social de las comunidades populares. Esta condición traumática no resuelta también lleva fácilmente a los jóvenes varones de estos grupos familiares a iniciar o continuar una carrera de desviación y violencia.  
En Venezuela el duelo traumático por victimización secundaria por delitos violentos es sufrido por más de medio millón de personas durante los últimos diez años, y no existe ningún tipo de política de apoyo para estas mujeres y su familia. Algunas ONG que trabajan con violencia o con derechos humanos están comenzando a sensibilizarse hacia el problema y trabajando en ello. También está comenzando a estimular la organización de las víctimas en los Comités de Víctimas Contra la Impunidad o en grupos como “Mujeres por la Vida”, que realizan actos públicos exigiendo justicia para sus muertos; y en general el tema ha comenzado a ser parte del discurso político cotidiano en el país y a tomar los medios de comunicación.
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